PROYECTO DE COMUNICACIÓN

La Cámara de Diputados de la Provincia de Santa Fe vería con agrado que el Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Gobierno, realice una investigación tendiente a establecer un listado de las personas que actuaron como represores, que revistan como agentes de la Administración Pública, de la Policía Provincial, del Ministerio de Educación  y de las Agencias Privadas de Vigilancia, utilizando como base de datos los juicios que se llevan a cabo en el ámbito nacional y provincial, la Conadep, organismos de derechos humanos, Secretaría de Derechos Humanos o de alguna otra instancia que aporte veracidad al objeto investigado.

Señor Presidente.

La desaparición de Jorge Julio López, testigo fundamental en  el juicio en el que fue condenado a cadena perpetua  Miguel Echecolatz, por el  delito de genocidio, actualiza las prácticas pasadas de imponer mediante el terror, el silencio a quienes con su testimonio posibilitan llevar ante la justicia a los militares implicados en el terrorismo de estado.

Jorge Julio López estuvo mas de dos años y medio secuestrado en los campos de concentración del circuito  dominado por Camps.  Al momento de dictarse la sentencia contra Miguel Echecolatz, uno de sus secuestrados no estuvo presente.

La desaparición de López no debe atribuirse a un hecho accidental, ello es posible porque, a pesar de los más de veinte años que llevamos en democracia, subsisten en el aparato del estado y en asociaciones civiles, personas que fueron partícipes del aparato represivo, en acciones directas de violación a los derechos humanos y que pretenden impunidad para siempre.

El desmantelamiento del aparato represivo, así como de quienes fueron denunciados o cuyos nombres se invoquen  en futuras investigaciones, deben ser objeto, en primera instancia de quienes detentan los poderes del Estado, para  sanear las instituciones.

Con ello se estaría defendiendo la vigencia de la democracia, de sus instituciones y cumpliendo el deber inexcusable de garantizar la vida, la libertad, la posibilidad cierta de justicia para todos los ciudadanos.

En nuestra Provincia, tenemos claros ejemplos al respecto. La expulsión de Carlos Sfulcini  quien se desempeñaba como docente de una EEMPA de Rosario; Nicolás Correa, Subsecretario de Seguridad Pública durante la gestión 1995-1999 y Rodolfo Riege, Secretario de Seguridad Pública durante los años 1991-1995. Todos ellos tenían antecedentes de haber integrado el aparato represivo, a raíz del informe Borgonovo. La gestión Rosúa dejó fuera de la fuerza a seis represores, haciendo lo propio Angel Baltuzzi, quién dispuso el pase a retiro  de cinco represores.

Por las razones expuestas solicito a mis pares, acompañen con su firma el presente proyecto de comunicación.

